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NUM. REGISTRO: 2524/1993

ASUNTO:Recurso de amparo inter-
puesto por Previsién Espafio-
la,S.A.

SOBRE:Sentencia de la Seccién
Novena de la Audiencia provin-
cial de Barcelona que desestima
el recurso de apelacién inter-
puesto contra la dictada por el
Juzgado de Instruccién nim. 1 de
Gava sobre una falta de lesio-

nes.

La Seccién ha examinado el recurso de amparo interpuesto

por Previsién Espafiola,S.A.

I.ANTECEDENTES

1. Mediante escrito presentado en este Tribunal el dia

30 de julio de 1993 el Procurador de los Tribunales, don Julio

Antonio Tinatero Herrero, en representacién de la Compafiia Ase-

guradora Previsién Espafiola,S.A., ha formalizado demanda de am-

paro constitucional contra la Sentencia de la Audiencia Provin-

cial de Parcelona (Seccién Novena) de 18 de febrero de 1993,

receida al resolver recurso de apelacién en Juicio de Faltas.
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2. La demanda, en sintesis, se basa en los siguientes
hechos: '

Como consecuencia de un accidente de circulacién, ocu-
rrido al invadir repentinamente la calzada una caballerfa vy
colisionar contra un turismo, se siguié juicio de faltas en el
Juzgado de Instruccién de Gava, en el que finalmente resulté
condenada, como responsable de una falta de imprudencia, la
persona que montaba la caballeria. Interpuesto recurso de ape-
lacién fue desestimado por la Sentencia de la Audiencia Provin-
cial.

La resolucién judicial impugnada, de oficio, declara la
responsabilidad civil de la Compafiia Aseguradora del estableci-
miento hipico, basédndose en que se trata de un supuesto de res-
ponsabilidad "ex lege", que s6lo queda excluida en caso de re-
nuncia. La entidad aseguradora no habia sido parte en el recur-
so de apelacién, ni esta cuestién constitufa el objeto del mis-
mo. Ademds, en la demanda de amparo se alega, que el riesgo cu-
bierto por el contrato de seguro se encontraba limitado a los
dafios causados en el recinto del centro hipico, excluyendo los
producidos fuera de sus instalaciones.

3. Se invoca el art. 24 C.E. en relacién con el derecho
a la tutela judicial efectiva sin indefensién y a un proceso
con todas las garantias, entre las que hay que considerar in-
cluidos el principio acusatorio y las garantias del contradic-
torio. Segin la demanda, la vulneracién del derecho a la tutela
judicial efectiva se habria producido al haberse declarado la
responsabilidad de la aseguradora sin previa acusacién formula-
da por los perjudicados.

Se ha solicitado la suspensién de la resolucién impugna-
da.

4. Por providencia de 28 de octubre de 1993, la Seccién

Tercera acordé reclamar las actuaciones judiciales y conceder
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al Procurador de la entidad recurrente un plazo de diez dias
para que acredite su representacién recurrente y, una vez cum-
plimentada, se dict6 providencia de 25 de abril de 1994 por la
que se concedié al demandante de amparo y al Ministerio Fiscal
el plazo comGn de diez dias para formular las alegaciones que
estimaren pertinentes sobre la carencia manifiesta de contenido
constitucional de la demanda.

5. La entidad recurrente alegé que la sentencia recurri-
da vulnera el derecho a la tutela judicial sin resultado de
indefensién, garantizado por el art. 24 de la Constitucién,
alegando que se ha violado el principio acusatorio, al haberse
declarado su responsabilidad civil en la sentencia de apela-
cién, sin que en hinguna instancia hubiese sido acusada formal-
mente, citando al respecto las SSTC 84/85, 17 y 240/88 y 83/92;
afiade que tal vulneracién no puede desvirtuarse con el argumen-
to de que la parte perjudicada no renuncié a sus derechos, pues
ello es erréneo en cuanto que en ningin momento formulé acusa-
cién contra la recurrente y que, por otro lado, el riesgo cu-
bierto por el seguro no incluye los dafios ocasionados fuera del
recinto hipico.

Terminé suplicando la admisién del recurso a trémite.

6. El Ministerio Fiscal, por el contrario, solicité la
inadmisién con fundamento en que la compafiia aseguradora, aquil
demandante, tuvo conocimiento cumplido de que la denuncia se
dirigi6é tanto contra la autora del dafio como contra la recu-
rrente, la cual intervino en el juicio asistida de letrado.

Sabia, por consiguiente, que se le reclamaba unos per-
juicios de los que debia responder, hasta el punto que, en su
defensa, aporté a las actuaciones judiciales la p6liza de segu-
ros .

~Por otro lado, el Ministerio Fiscal pone de manifiesto

que la responsabilidad de la compafiia aseguradora se deriva
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directamente de la Ley y que el principio acusatorio no puede
aplicarse de modo automético a las consecuencias civiles deri-
vadas de la accién penal.

I11I.FUNDAMENTOS JURIDICOS.

UNICO.- Evacuado el trémite de alegaCiones establecido
en el art. 50.3 de la LOTC, es preciso confirmar nuestra ini-
cial apreciacién de que la demanda de amparo carece manifiesta-
mente de contenido que justifique una decisién por parte del
Tribunal Constitucional y, en su consecuencia, aplicar la causa
de inadmisién del recurso prevista en el art. 50.1.c) de la
misma Ley. '

En efeéto, la compafila aseguradora aqui recurrente in-
tervino en el juicio de faltas como posible responsable civil
de los dafios causados por la imprudencia de la persona que re-
sulté penalmente condenada; esa intervencién procesal se reali-
z6 con asistencia letrada, sin limitacién alguna de su derecho
de defensa, en ejercicio del cual aport6 a las actuaciones ju-
diciales la prueba documental que considerdé oportuna y actué en
el juicio alegando lo que estimé pertinente; su no intervencién
en la segunda instancia fue producto de su voluntaria decisién
Yy, por tanto, no puede derivarse de ella resultado de
indefensién que sea imputable al 6rgano judicial, ni apreciarse
que la sentencia de apelacién al declarar su responsabilidad
civil, haya obrado con violacién del principio acusatorio,
puesto que este principio, establecido en garantia del acusado
-cardcter del que carece la demandante- no es sin més
trasvasable al campo de la responsabilidad civil derivada del
ilicito penal, en el que el 6rgano judicial, si comprueba, como
ocurre en el caso contemplado, que la victima no ha renunciado

a la accién civil, viene necesariamente obligado a pronunciarse
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sobre la responsabilidad civil que, por disposicién directa de
la ley, pueda derivarse de la condena penal.

En resumen, la demandante de amparo tuvo conocimiento de
la pretensién de resarcimiento y pudo defenderse de ella, ha-
ciéndolo en la forma que libremente decidié, sin sufrir limi-
tacién alguna y tales circunstancias privan de todo fundamento
a su petici6én de amparo, sin que por otro lado pueda concederse
relevancia constitucional al tema relativo al &mbito espacial
al que la péliza de seguro extiende su cobertura, puesto que
ésto constituye cuestién de legalidad ordinaria, perteneciente
en exclusiva la jurisdiccién, que es a la que corresponde deci-
dir sobre el alcance y efectos del contrato de seguro concerta-
do por la demandante de amparo.

Por todo lo expuesto, la Seccién acuerda la inadmisién
del presente recurso y el archivo de las actuaciones.

Madrid, a seis de junio de mil novecientos noventa Yy
cuatro.




